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OBSERVACIÓN GENERAL  

 

El Anteproyecto de la Estrategia Climática de Largo Plazo contiene regresiones importantes respecto del 

borrador previamente presentado en marzo de 2026, y respecto a la ECLP 2021. Los más graves son: ​
 

●​ Se eliminó el régimen de compensación y aumento de ambición ante incumplimiento; 

●​ El presupuesto de carbono acumulado 2020–2050 resultó entre 50 y 100 MtCO2eq mayor que el 

de 2021; 

●​ Las metas de mitigación de los tramos posteriores a 2030 se declararon indicativas, lo que atenta 

contra el cumplimiento de la NDC 2025-2035 vigente, además de poner en riesgo la meta de 

neutralidad de emisiones de la Ley Marco de Cambio Climático; 

●​ Desapareció la evaluación del adelantamiento de la neutralidad al 2045, lo que está mandatado 

por la Ley Marco de Cambio Climático; 

●​ La forestación con bosque nativo bajó de 500.000 a 400.000 hectáreas, lo que es una importante 

regresión ambiental; 

●​ En el ámbito residencial —leña, calefacción, MP2,5— desapareció por completo del instrumento, 

lo que pone en riesgo la salud de la población y pone en peligro el cumplimiento de las metas 

asociadas a emisiones de carbono negro; 

●​ Adicionalmente, se ajusta la redacción de las metas, convirtiendo metas de resultado en metas 

de proceso y la introducción de condicionantes ("según pertinencia", "según disponibilidad de 

información") que hacen inexigible el compromiso. Esto es relevante jurídicamente: el artículo 2° 

letra e) de la Ley N° 21.455 consagra el principio de no regresión, y el anteproyecto no ofrece 

fundamentación para ninguno de estos cambios. 

 

Adicionalmente, se recomienda incorporar en La ECLP una tabla de correspondencia entre las metas de 

la ECLP 2021 y las del anteproyecto, considerando que el primer reporte de seguimiento contabiliza 438 

metas en la ECLP 2021 y recomienda reformular solo las 60 de baja reportabilidad. El anteproyecto tiene 

83. Sin una tabla que indique el destino de cada meta, no es posible verificar el cumplimiento del 

principio de no regresión. En este sentido, se propone incorporar una nuevo anexo "Correspondencia 

entre las metas de la ECLP 2021 y la presente actualización", que indique para cada meta de 2021 si se 

mantiene, se reformula, se integra en otra meta o se elimina, con su fundamento.  

 

https://ceropapel.mma.gob.cl/archivos/2026/03/06/a30_Borrador-Anteproyecto-ECLP-6-de-marzo.docx


 
OBSERVACIONES ESPECÍFICAS  

1.​ INTRODUCCIÓN 

 

OBSERVACIÓN 1.1: Se solicita restituir en la Introducción la referencia a la meta de 1,5 °C, al encuadre de 

triple crisis planetaria y a la Estrategia Nacional de Transición Socioecológica Justa, y enumerar los quince 

principios de la Ley N° 21.455. Estos elementos figuraban en el borrador de marzo de 2026 y fueron 

eliminados sin fundamento. La referencia a 1,5 °C es el parámetro científico del Acuerdo de París que da 

sentido al presupuesto de emisiones; la enumeración de principios, incluidos no regresión y 

progresividad, orienta la interpretación del instrumento.  

 

Se propone reincorporar: "La ventana de oportunidad para limitar el calentamiento global a 1,5°C se 

estrecha rápidamente, y la acción climática debe intensificarse en todos los sectores, integrando criterios 

de equidad y participación efectiva."  

 

2.​ LINEAMIENTOS TRANSVERSALES DE LA ESTRATEGIA CLIMÁTICA DE LARGO PLAZO  

 

OBSERVACIÓN 2.1: Se solicita restituir en la sección 2.3  el lineamiento de inclusión en el financiamiento 

climático, según la siguiente redacción: "Incorporación de criterios de inclusión en el financiamiento 

climático, favoreciendo iniciativas locales, comunitarias y lideradas por mujeres, así como proyectos que 

fortalezcan capacidades adaptativas 

 

OBSERVACIÓN 2.2: En la sección 2.2, se solicita restituir la cláusula de desincentivo a los monocultivos 

contenida en el borrador de marzo de 2026, alineado con que el anteproyecto identifica los 

megaincendios como la principal amenaza al sumidero, régimen asociado a la expansión de 

monocultivos de especies exóticas. Se propone reemplazar la segunda viñeta por: "Promover la 

utilización de especies nativas, considerando su elección y manejo de acuerdo con las condiciones 

ambientales adecuadas, desincentivando el uso de monocultivos." 

 

3.​ MITIGACIÓN  

 

OBSERVACIÓN 3.1: En la sección 3.1, Se solicita reincorporar la sección "Evaluación de adelantamiento 

de la neutralidad de emisiones de GEI" contenida en el borrador de anteproyecto previamente 

presentado en marzo de 2026, y restituir en la sección 3.1.3 el párrafo sobre el beneficio neto de la 

neutralidad  

 

El análisis del BID y el MMA sobre la neutralidad al 2045 ya fue realizado y el anteproyecto lo sigue 

citando como fuente de otras cifras. Concluía que existe un escenario de neutralidad al 2046 con un 

ahorro adicional de USD 9.000 millones respecto del escenario 2050 y que cumplir al 2045 genera un 

beneficio neto mayor a 27.000 Millones de USD y un PIB 4,4% mayor. Suprimir la evaluación de la opción 

de mayor ambición sin fundamento se aparta del principio científico y del de progresividad. 

https://ceropapel.mma.gob.cl/archivos/2026/03/06/a30_Borrador-Anteproyecto-ECLP-6-de-marzo.docx
https://ceropapel.mma.gob.cl/archivos/2026/03/06/a30_Borrador-Anteproyecto-ECLP-6-de-marzo.docx


 
Se propone agregar como numeral 3.1.4 el texto íntegro de la sección "Evaluación de adelantamiento de 

la neutralidad de emisiones de GEI" del borrador de marzo de 2026, con sus cinco ejes y su tabla de 

costos.  

 

OBSERVACIÓN 3.2:  En la sección 3.1.1 Se solicita  

​
​ (i) eliminar la nota al pie 11, que declara indicativos los presupuestos 2031–2040 y 2041–2050;  

(ii) reemplazar las cifras aproximadas ("alrededor de 900" y "entre 650 y 700" MtCO2eq) por 

cifras únicas como máximo y menores a las de la ECLP 2021; y  

(iii) asegurar que el presupuesto acumulado 2020–2050 no supere las 2.600 MtCO2eq fijadas en 

la ECLP 2021. 

 

La suma de los tres tramos da entre 2.650 y 2.700 MtCO2eq, 50 a 100 Mt más que la ECLP 2021, 

equivalente a entre medio año y un año de las emisiones actuales. El anteproyecto no explica ni 

menciona esa diferencia. Declarar indicativos veinte de los treinta años del horizonte legal y expresarlos 

como rangos impide verificar el cumplimiento y contradice el propio fundamento de la sección 3.1.1. 

Se propone cambiar la redacción, reemplazando la nota 11 por: "El presupuesto 2020–2030 es vinculante 

conforme a la NDC. Los presupuestos 2031–2040 y 2041–2050 constituyen el límite máximo de emisiones 

que orienta la actualización de las NDC y de los planes sectoriales, y solo podrán ajustarse a la baja." 

Reemplazar las cifras aproximadas por cifras máximas cuya suma, junto con el presupuesto 2020–2030, 

no exceda 2.600 MtCO2eq. 

 

OBSERVACIÓN 3.3: En sección 3.1.1 se solicita reincorporar el ámbito residencial —calefacción, leña, 

acondicionamiento térmico, material particulado fino y pobreza energética— con al menos una meta 

asociada. 

 

Las palabras "leña" y "calefacción" no aparecen en el anteproyecto. El borrador de marzo trataba la 

vivienda como el segundo motor de la aceleración (29% del esfuerzo adicional) y describía en la década 

2041–2050 la reducción de emisiones de GEI y MP2,5 de los hogares. La combustión residencial de leña 

es la principal causa de contaminación atmosférica del país, y su ausencia desarticula el objetivo de 

co-beneficios del propio anteproyecto. El esfuerzo de mitigación de Vivienda y Urbanismo además cae 

54% respecto de 2021. 

 

En este sentido, se propone reincorporar en la década 2041–2050 la frase: "En los ámbitos residencial, 

público y comercial, la electrificación y mejora de la aislación térmica de nuestros hogares han logrado 

una drástica reducción de las emisiones de GEI y MP2,5, gestionando eficazmente las disparidades 

regionales."; y agregar la meta: "Al 2040, las comunas con plan de prevención o descontaminación 

atmosférica por MP2,5 habrán sustituido la calefacción residencial a leña por sistemas limpios y 

eficientes, priorizando hogares en situación de pobreza energética." Responsables: Ministerio de Energía 

y Ministerio de Vivienda y Urbanismo. 



 
OBSERVACIÓN 3.4: En la sección 3.1.2, Se solicita mantener la meta de 65 MtCO2eq de la ECLP 2021, 

considerando que la ECLP 2021 señalaba que la neutralidad depende de mantener las capturas de los 

bosques en 65 MtCO2 al 2050. Sin embargo, el anteproyecto en consulta pública fija en 55 MtCO2eq 

netas del sector UTCUTS para 2045–2050, sin explicar la diferencia.​
 

Se propone reemplazar la meta de 55 MtCO2eq netas del sector UTCUTS para 2045–2050 por 65 

MtCO2eq (o una cifra superior). 

 

OBSERVACIÓN 3.5: En la sección 3.6, se solicita reincorporar la meta del borrador de marzo de 2026 que 

limitaba el uso de combustibles fósiles en los usos energéticos finales no eléctricos de la industria y la 

minería.​
 

Dicha meta fue eliminada sin justificación entre marzo y junio. Era el único techo explícito al consumo de 

combustibles fósiles en usos térmicos industriales y mineros, un segmento de difícil abatimiento que el 

propio anteproyecto identifica como prioritario en la década 2031–2040. La meta de reducción de 

emisiones directas de industria y minería (actual M3) no la reemplaza, porque no fija límite al 

combustible. 

 

Se propone agregar la meta: "Al 2050, el uso de combustibles fósiles en los usos energéticos finales no 

eléctricos de la industria y la minería no superará el 40%." Responsable: Ministerio de Energía. Indicador: 

participación de combustibles fósiles en el consumo final no eléctrico de industria y minería según el 

Balance Nacional de Energía. 

 

OBSERVACIÓN 3.6: En sección 3.6, se solicita restituir el año 2040 como plazo para que el 100% de los 

contratos de suministro eléctrico de la gran y mediana minería provenga de fuentes renovables, 

manteniendo el hito de 90% al 2030. 

 

El borrador de marzo fijaba el 100% al 2040; el anteproyecto lo posterga a 2050. El hito intermedio de 

90% al 2030 es un avance, pero no justifica diez años de postergación de la meta final, considerando la 

trayectoria de contratación renovable del sector. 

 

Se propone modificar la redacción "Al 2030, el 90% de los contratos de energía eléctrica del sector 

minero proviene de fuentes renovables, alcanzando el 100% al 2040." 

 

OBSERVACIÓN 3.7: En la secciópn 3.6, se solicita alinear la meta de carbono negro con la NDC 2025 en 

año base, cobertura y trayectoria. 

 

La NDC 2025 compromete reducir el carbono negro total en al menos 25% al 2030 y 30% al 2035 

respecto de 2016. La meta M16 cambia el año base (2020), restringe la cobertura al sector energía y fija 

solo un hito al 2050, lo que impide verificar la continuidad con la NDC. El Reporte de Acción Nacional 



 
2024 informa emisiones 4% superiores a 2016, y el primer reporte de seguimiento registra las tres metas 

de carbono negro de 2022 sin información. La ECLP 2021 tenía metas por ámbito al 2030. 

 

Para la redacción se propone incporar "Reducir las emisiones totales de carbono negro en al menos 25% 

al 2030 y 30% al 2035 respecto de 2016, conforme a la NDC". Responsable: Ministerio del Medio 

Ambiente. 

 

OBSERVACIÓN 3.8:  En la sección 3.4, sobre Transporte marítimo y aéreo internacional. Se valora que el 

texto reconozca la participación activa de Chile en las negociaciones internacionales ante la OMI para el 

desarrollo e implementación de estrategias globales de mitigación para el transporte marítimo, y 

reafirme el compromiso de Chile con la implementación de la Estrategia Revisada de la OMI para la 

reducción de emisiones de gases de efecto invernadero (en adelante, “GEI”) de 2023.  

 

Sin embargo, en el texto se señala que ello se concretaría mediante metas de largo plazo, medidas de 

eficiencia energética y medidas de transición hacia “combustibles y tecnologías de bajas y cero 

emisiones”, lo que no refleja con precisión el estándar internacional actual. En efecto, la Estrategia de la 

OMI de 2023 establece que la transición debe realizarse hacia “tecnologías, combustibles y fuentes de 

energía de cero o casi cero emisiones de GEI”, incorporando además el estándar de que las emisiones 

deben medirse “del pozo a la estela” (well-to-wake, WtW), es decir, considerando todo el ciclo del 

combustible, desde que es extraído, hasta su utilización en el buque. Ello garantiza que la reducción de 

emisiones sea efectiva, y que no termine desplazándose el reconocimiento de emisiones hacia otros 

sectores.  

 

Además, las metas de la estrategia GEI de 2023 de la OMI incluyen no solo un target a largo plazo (cero 

emisiones alrededor de 2050), sino dos targets específicos intermedios de 20-30% a 2030, y 70-80% a 

2040), metas que son fundamentales para dar prontas señales de mercado necesarias en el país para 

garantizar una reducción la intensidad de carbono del transporte marítimo en el marco de la ECLP. 

 

En la sección 3.4, se propone reemplazar el tercer párrafo por el siguiente texto en negrita:  “En este 

contexto, Chile mantiene una participación activa y sostenida en las negociaciones de la Organización de 

Aviación Civil Internacional (“OACI”) y de la Organización Marítima Internacional (“OMI”), contribuyendo 

al desarrollo e implementación de estrategias globales de mitigación para ambos sectores. Asimismo, 

participa en la implementación del Esquema de Compensación y Reducción de Emisiones para la 

Aviación Internacional (“CORSIA” por sus siglas en inglés), especialmente en sus componentes de 

monitoreo, reporte y verificación (“MRV”) de las emisiones de CO2 del sector aéreo, así como en el 

avance hacia la Meta Global Aspiracional a Largo Plazo (“LTAG”) y el conjunto de medidas para lograrlo. 

De manera complementaria, en el ámbito marítimo, Chile participa en la implementación de la Estrategia 

Revisada de la OMI para la reducción de emisiones de GEI, incluyendo metas de mediano y largo plazo, 

medidas de eficiencia energética y la transición hacia tecnologías, combustibles y fuentes de energía de 



 
cero o casi cero emisiones de GEI (ZNZ), evaluados considerando las emisiones de todo su ciclo de vida 

(Well-to-Wake, WtW).” 

 

OBSERVACIÓN 3.9: En la sección 3.6, sobre objetivos, metas e indicadores en Mitigación. Objetivo 

Estratégico 1: Lograr un desarrollo bajo en emisiones, costo efectivo y equitativo. Los efectos adversos 

del cambio climático afectan el goce de prácticamente todos los derechos humanos reconocidos a nivel 

internacional y nacional (Opiniones Consultivas OC-23/17, p. 25 y OC-32/25, pp. 35-41). 

 

De ahí que, las políticas y acciones de mitigación son a la vez medidas de protección de derechos 

humanos y su nivel de ambición debe regirse por los principios complementarios de progresividad y no 

regresión. El principio de progresividad está  recogido en la legislación chilena, específicamente en la Ley 

Marco de Cambio Climático (artículo 2), y es también parte del Acuerdo de París, del que Chile es parte. 

En su Preámbulo dicho Acuerdo reconoce la necesidad de una respuesta progresiva y eficaz a la amenaza 

del cambio climático, sobre la base de los mejores conocimientos científicos disponibles. A su vez, el 

artículo 4, numeral 3 establece que la contribución determinada a nivel nacional sucesiva (en adelante, 

“NDC”) de cada Parte representará una progresión con respecto a la NDC vigente para esa Parte y 

reflejará la mayor ambición posible de dicha Parte, teniendo en cuenta sus responsabilidades comunes 

pero diferenciadas y sus capacidades respectivas, a la luz de las diferentes circunstancias nacionales. 

 

Lo mismo declaró la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en su Opinión Consultiva 32/25, sobre 

las obligaciones estatales en el contexto de la emergencia climática, donde establece que los Estados 

deben establecer metas de reducción de emisiones de GEI, guiadas centralmente por los principios de 

progresividad y de responsabilidades comunes pero diferenciadas. Estas metas deben ser lo más 

ambiciosas posible, estar contenidas en normas vinculantes, incluir plazos concretos para su 

cumplimiento y elevarse progresivamente conforme al principio de progresividad. Además, advirtió que 

las medidas regresivas respecto de dichas metas deben ser justificadas cuidadosamente, ya que, en 

principio, resultan contrarias a las obligaciones convencionales de los Estados Parte (Opinión Consultiva 

OC-32/25, párrafo 331). 

 

En consecuencia, el principio de progresividad fija una obligación para el Estado chileno, lo que significa 

que cada actualización de la NDC y de sus instrumentos complementarios, como la Estrategia Climática a 

Largo Plazo y los Planes de Mitigación Sectoriales, deben representar una progresión efectiva respecto 

de sus versiones anteriores. 

 

En principio, observamos que este mismo entendimiento es compartido por el Ministerio del Medio 

Ambiente cuando, a propósito de la actualización de los Planes de Mitigación Sectoriales, menciona en la 

página 97 del texto que: “Adicionalmente se determina que algunos planes sectoriales deberán revisarse 

por causal sistémica, teniendo que iniciar este procedimiento dentro de 30 días hábiles contados desde la 

publicación del decreto supremo o resolución que aprueba la actualización de la ECLP. Sin perjuicio de 

que se puedan modificar contenidos bajo los principios de flexibilidad y progresión, iniciando una 



 
actualización completa o abreviada, los planes a ser revisados para aumentar la ambición de medidas 

existentes o agregar nuevas medidas” (el subrayado y resaltado es nuestro). Siendo que, entre los 

planes anunciados para actualizar, se encuentra el Plan Sectorial de Mitigación del Ministerio de Energía, 

dado el aumento en el esfuerzo esperado para el periodo 2020-2030.  

 

Sin embargo, al revisar el Objetivo 1 de la sección 3.6 detectamos una incongruencia: al comparar las 

metas de mitigación propuestas para el Sector Energía en el presente texto (M1 al M5, pp.26-27) con las 

metas del Sector Energía de la aún vigente Estrategia Climática  de Largo Plazo, aprobada en 2021 (Metas 

1 al 5 pp.109-112), encontramos que las nuevas metas repiten de forma prácticamente literal las de 

2021. La única novedad es una meta intermedia al 2040 incorporada en la meta M1, cuyo nivel de 

ambición resulta cuestionable, como se explica a continuación: 

-​ La meta M1 de la futura ECLP reproduce la Meta 1.4 de la ECLP vigente: “Al 2050, reducción de al 

menos 60% de emisiones de GEI del sector energía (de acuerdo con el INGEI) en relación al 

2018”. La única novedad es la meta M1 al 2040, de reducir en un 30% las emisiones de GEI del 

sector energía. La cifra, sin embargo, resulta cuestionable frente a las metas ya vigentes - 25% al 

2030 y 60% al 2050, pues equivale a apenas un 5% de reducción adicional en diez años, 

insuficiente considerando que el sector energía es prioritario en reducción de emisiones. 

-​ La meta M2 de la futura ECLP reproduce la Meta 2.3 de la ECLP vigente: “Al 2050, 35% de 

reducción de intensidad energética del país con respecto al año 2019”. 

-​ La meta M3 de la futura ECLP reproduce la Meta 1.5 de la ECLP vigente: “Al 2050, reducción de 

un 70% de las emisiones directas de GEI provenientes del uso de combustibles en Industria y 

Minería, con respecto al 2018”. 

-​ La meta M4 de la futura ECLP reproduce la Meta 5.4 de la ECLP vigente: “Al 2050, el 100% de la 

energía producida para la generación eléctrica del país proviene de fuentes de energía cero 

emisiones”. 

-​ La meta M5 de la futura ECLP reproduce la Meta 1.3 de la ECLP vigente: “Al 2050, reducción de 

un 40% de las emisiones directas de GEI provenientes del uso de combustibles en el sector 

transporte (incluido el transporte terrestre, marítimo y aéreo) con respecto al 2018”. 

 

Adicionalmente, el texto omite actualizar con mayor ambición otras metas estratégicas de la ECLP 

vigente, vinculadas a la descarbonización del sector energético, la eficiencia energética, y la transición 

justa. En concreto, no hay actualización de las siguientes metas: 

-​ Meta 1.2: Al 2040, reducción de un 20% de las emisiones directas de GEI provenientes del uso de 

combustibles en el sector transporte (incluido el transporte terrestre, marítimo y aéreo) con 

respecto al 2018. 

-​ Meta 2.4: Al 2050, se establecen estándares mínimos de eficiencia energética (MEPS) para todos 

los equipos y sistemas de refrigeración, aire acondicionado y climatización en los sectores 

comercial, público y residencial. 

-​ Meta 2.5: Al 2050, se ha alcanzado una cantidad de 500.000 usuarios/as conectados a redes de 

energía distrital, contribuyendo a la descontaminación de las ciudades de la zona centro sur del 



 
país. 

-​ Meta 4.2: Al 2050, 100% de hogares acceden a energía para satisfacer necesidades de 

calefacción, agua caliente sanitaria y cocción de alimentos a partir de fuentes de energía limpia 

de bajas emisiones. 

-​ Meta 4.3: Al 2050, 100% de hogares tienen un gasto asequible en energía en relación a sus 

ingresos, eliminando la pobreza energética en la dimensión de asequibilidad, es decir, las 

personas pueden costear los servicios energéticos (energía + artefactos) sin sacrificar las otras 

necesidades del hogar, considerando las características habitacionales, socioeconómicas y 

geográficas. 

-​ Meta 5.3: Trabajaremos para generar los espacios que permitan retirar y/o reconvertir 

totalmente las centrales a carbón del sistema eléctrico nacional en los primeros años de la 

próxima década. 

 

Nótese, además, una falta de congruencia entre la NDC 3.0, el texto actual para la actualización de la 

ECLP y el Plan de Mitigación Sectorial del Sector Energía todavía vigente aprobado en 2025:este último 

plantea la generación distribuida como un eje determinante de la meta de Impuso a la Eficiencia 

Energética y Energía Renovables en Sectores de Consumo ((meta M 5.C, pp. 49-50), pero ni la NDC 3.0 ni 

el texto actual para la actualización de la ECLP la abordan. 

 

De este modo, el texto bajo análisis no  aumenta la ambición climática del país en el componente de 

mitigación referido a energía,. Esto resulta incompatible con las obligaciones internacionales del Estado 

de Chile en materia de derechos humanos y cambio climático, e incumple el principio de progresividad. 

 

Sugerimos revisar y replantear las metas M1 al M5 del sector energético, a efectos de fijar metas de 

mitigación realmente ambiciosas que representen una progresión del texto vigente, y que aborden 

además otras cuestiones esenciales como el cierre responsable de centrales térmicas a carbón, la 

reducción de emisiones, la eficiencia energética y la transición justa a través de la generación distribuida. 

 

Asimismo, esta reformulación debe procurar la coherencia entre la NDC 3.0 y el Plan de Mitigación 

Sectorial del Sector Energía, ya que, como el propio texto reconoce, el sector energético es clave para la 

mitigación de emisiones de GEI y el cumplimiento de metas climáticas del país, con las consiguientes 

repercusiones en la garantía de los derechos humanos. 

 

OBSERVACIÓN 3.10: Sobre la meta M14 establece que: “Al 2040, Chile habrá contribuido a la reducción 

de las emisiones totales de GEI del transporte marítimo internacional en al menos un 70%, aspirando al 

80%, respecto de la línea base 2008, en coherencia con los puntos de comprobación indicativos de la 

Estrategia 2023 de la OMI”, estableciendo como indicador de cumplimiento las emisiones reportadas por 

el SNIGEI del combustible búnker, cargado en Chile, con destino internacional.  

 



 
En coherencia con el compromiso declarado de implementar la Estrategia 2023 de la OMI, se propone 

incorporar la meta indicativa al 2030 que dicha Estrategia considera, consistente en reducir las emisiones 

totales de GEI en al menos 20%, procurando alcanzar 30%, respecto de 2008. Ello constituye un paso 

intermedio necesario para el cumplimiento de la meta indicativa al 2040. 

 

En consecuencia, se considera necesario incorporar, en primer lugar, un indicador del resultado global 

que dé seguimiento a la reducción de las emisiones totales anuales de GEI del transporte marítimo 

internacional respecto de 2008, utilizando las estimaciones oficiales elaboradas por la OMI. Esto 

permitirá verificar si la meta global se está cumpliendo, presupuesto básico para luego determinar si 

Chile se encuentra contribuyendo a ello. 

 

Por otra parte, deberían establecerse indicadores nacionales específicos que permitan medir las acciones 

y resultados atribuibles a Chile en materia de descarbonización del transporte marítimo internacional. 

 

Respecto al actual indicador nacional de cumplimiento, este resulta insuficiente para medir reducciones 

de emisiones que contribuyan efectivamente al cumplimiento de las metas de la OMI.  

 

En su formulación actual, si un buque decide dejar de cargar combustible en Chile y hacerlo en otro país, 

ello provocará una reducción de las emisiones atribuidas al búnker suministrado en Chile, pero no 

contribuirá al cumplimiento de la meta global de la OMI, pues el buque podría consumir la misma 

cantidad y tipo de combustible en otro país, generando esencialmente las mismas emisiones. 

 

Por ello, y en coherencia con los estándares de la OMI, se sugiere incorporar como indicador nacional la 

medición de la intensidad promedio de emisiones de GEI de ciclo de vida (Well-to-Wake, WtW) de los 

combustibles y fuentes de energía suministrados en Chile para el transporte marítimo internacional. La 

intensidad de emisiones de GEI tiene la ventaja de considerar no sólo la cantidad de emisiones 

generadas (expresadas en gramos de CO2 equivalente, gCO₂eq), sino también la energía suministrada, 

expresada en MJ.  

 

De tal forma, si se registra una reducción de las emisiones de los combustibles suministrados en Chile, 

ello deberá contrastarse con la evolución de la cantidad total de energía suministrada, para determinar si 

la reducción de emisiones se produjo sólo por una reducción de la energía suministrada, o por la 

sustitución efectiva del combustible utilizado por otro de menor intensidad de emisiones. 

 

Para ello, las Directrices de 2024 de la OMI sobre intensidad de GEI del ciclo de vida de los combustibles 

marinos (2024 IMO LCA Guidelines) proporcionan ya un marco metodológico internacional aplicable. 

 

Además, sugerimos medir la participación de tecnologías, combustibles y fuentes de energía cero o casi 

cero emisiones de GEI, que sean suministradas en Chile para navegación marítima internacional. La 

determinación de las fuentes cero o casi cero emisiones debiera efectuarse sobre la base de su 



 
intensidad de GEI de ciclo de vida, de conformidad con las LCA Guidelines de la OMI y las definiciones y 

umbrales que dicha Organización establezca. 

 

Estos indicadores en su conjunto permitirán medir una contribución efectiva de Chile al cumplimiento de 

las metas de la OMI. 

 

Se propone la siguiente redacción para la meta M14:​
"Al 2030, Chile habrá contribuido al cumplimiento del punto de comprobación indicativo de la Estrategia 

2023 de la OMI de reducir las emisiones totales anuales de GEI del transporte marítimo internacional en 

al menos 20%, procurando alcanzar un 30%, respecto de 2008; y al 2040, en al menos un 70%, 

procurando alcanzar un 80%. 

Como contribución nacional al cumplimiento de estos objetivos globales, Chile reducirá la intensidad 

promedio de GEI de ciclo de vida (Well-to-Wake, WtW) de los combustibles y fuentes de energía 

suministrados en el país al transporte marítimo internacional en al menos un 20%, procurando alcanzar 

un 30%, al 2030, y en al menos un 70%, procurando alcanzar un 80%, al 2040, respecto de la línea base 

de 2008, conforme a las metodologías de evaluación de ciclo de vida adoptadas por la OMI. 

Asimismo, en coherencia con el nivel de ambición establecido en la Estrategia 2023 de la OMI, al 2030 las 

tecnologías, combustibles y fuentes de energía de cero o casi cero emisiones de GEI (ZNZ) representarán 

al menos un 5%, procurando alcanzar un 10%, de la energía total suministrada en Chile al transporte 

marítimo internacional, considerando sus emisiones de GEI de ciclo de vida”. 

 

Respecto de los indicadores de cumplimiento, se proponen los siguientes: 

 

“Indicador 1: Porcentaje de reducción de las emisiones totales anuales de GEI del transporte marítimo 

internacional respecto de 2008, conforme a las estimaciones oficiales de la OMI.” 

 

“Indicador 2: Porcentaje de reducción de la intensidad promedio WtW, expresada en gCO₂eq/MJ, de los 

combustibles y fuentes de energía suministrados en Chile al transporte marítimo internacional respecto 

de la línea base de 2008. Para efectos de este indicador, el Ministerio del Medio Ambiente, en 

coordinación con los organismos competentes, determinará la línea base de intensidad de GEI WtW 

correspondiente al año 2008, aplicando criterios y factores consistentes con las metodologías adoptadas 

por la OMI.” 

 

“Indicador 3: Porcentaje de la energía total suministrada en Chile para navegación marítima 

internacional correspondiente a tecnologías, combustibles y fuentes de energía ZNZ, determinados sobre 

base WtW.” 

 

OBSERVACIÓN 3.11: Sobre la meta M15 establece que: “Al 2050, Chile habrá alcanzado emisiones netas 

cero en el transporte marítimo, en coherencia con la visión de la Estrategia 2023 de la OMI, asegurando 

una transición justa y el uso predominante de combustibles y tecnologías de cero o casi cero emisiones”. 



 
 

Al respecto, se sugiere precisar el alcance de la Meta M15, distinguiendo entre transporte marítimo 

nacional e internacional. 

 

Respecto de los indicadores para el transporte marítimo internacional, sugerimos los mismos indicadores 

propuestos para la Meta M14. 

 

Se propone la siguiente redacción para la Meta M15: 

“Al 2050, Chile habrá alcanzado emisiones netas cero en el transporte marítimo nacional, y habrá 

contribuido activamente a alcanzar emisiones netas cero de GEI del transporte marítimo internacional, 

en coherencia con la visión de la Estrategia 2023 de la OMI, asegurando una transición justa y 

procurando que la intensidad de GEI, en ciclo de vida (Well-to-Wake), de los combustibles y fuentes de 

energía suministrados en Chile alcance niveles de cero o casi cero emisiones”. 

 

Respecto de los indicadores, se proponen los siguientes:  

 

- Para el transporte marítimo nacional:  

“Emisiones reportadas por el SNIGEI (https://snichile.mma.gob.cl/)” 

 

- Para el Transporte marítimo internacional:  

“Indicador 1: Porcentaje de reducción de las emisiones totales anuales de GEI del transporte marítimo 

internacional respecto de 2008, conforme a las estimaciones oficiales de la OMI”. 

 

“Indicador 2: Porcentaje de reducción de la intensidad promedio WtW, expresada en gCO₂eq/MJ, de los 

combustibles y fuentes de energía suministrados en Chile al transporte marítimo internacional respecto 

de la línea base de 2008. Para efectos de este indicador, el Ministerio del Medio Ambiente, en 

coordinación con los organismos competentes, determinará la línea base de intensidad de GEI WtW 

correspondiente al año 2008, aplicando criterios y factores consistentes con las metodologías adoptadas 

por la OMI”. 

 

“Indicador 3: Porcentaje de la energía total suministrada en Chile para navegación marítima 

internacional correspondiente a tecnologías, combustibles y fuentes de energía ZNZ, determinados sobre 

base WtW”. 

 

4.​ ADAPTACIÓN  

 

OBSERVACIÓN 4.1: En la sección 4.2, Se valora la diferenciación de tres categorías de impacto (4.2): los 

impactos evitados, entendidos como aquellos que logran ser mitigados o adaptados con oportunidad y 

efectividad; los no evitados, que pudieron haberse prevenido, pero se producen por falta o deficiencia en 

la implementación de medidas de mitigación o adaptación; y los inevitables, que ningún esfuerzo de 

https://snichile.mma.gob.cl/


 
adaptación puede impedir debido a la existencia de límites biofísicos, tecnológicos, sociales o 

económicos. 

 

Se valora igualmente la meta de contar, desde 2040, con un reporte de costos de inacción en el ámbito 

público y privado, y de daños y pérdidas en los 12 sectores de adaptación, el cual se actualizará al menos 

cada 10 años con la colaboración del sector financiero y asegurador. 

 

En cuanto a los ejes clave de implementación, se valora también la visión integrada que plantea la meta, 

orientada a evaluar tanto los costos y pérdidas que asume el Estado como aquellos que afectan a las 

empresas, comunidades y economías locales. 

 

Finalmente, se valora la metodología planteada en cinco etapas para la construcción de reportes, 

propuesta por el Ministerio del Medio Ambiente, que incluye: 1) elaboración de línea base, 2) 

identificación de riesgos, 3) recopilación de información, 4) estimación del impacto y 5) comunicación de 

resultados. 

 

Sin embargo, el reporte de costos, siendo importante, no es suficiente. Las obligaciones de los Estados 

incluyen el deber de adoptar medidas para evitar afectaciones a los derechos de las personas que 

enfrenten pérdidas y daños climáticos. Por ello, es fundamental que, a partir de la información 

recopilada en los informes de indicadores de avance quinquenales, se desarrolle un plan de acción 

concreto. Asimismo, es indispensable que el Estado promueva mecanismos administrativos y judiciales 

para reclamar daños y pérdidas frente a actores públicos o privados responsables. 

 

Si bien el reporte de costos de inacción y la metodología propuesta constituyen avances valorables, 

resultan insuficientes frente al alcance de las obligaciones internacionales del Estado. Al respecto, 

sugerimos lo siguiente: 

 

1. Desarrollar un plan de acción a partir de los reportes de pérdidas y daños. 

La información recopilada en los informes de indicadores de avance quinquenales debe traducirse en 

medidas concretas. El reporte no puede ser un fin en sí mismo: su valor radica en que oriente decisiones 

y acciones del Estado para proteger los derechos de las personas afectadas por pérdidas y daños 

climáticos. 

 

2. Incluir un indicador concreto que habilite el acceso a la justicia por pérdidas y daños climáticos. 

Chile debería establecer y promover mecanismos administrativos y judiciales que permitan a personas y 

comunidades reclamar reparaciones por las pérdidas y daños derivados de la crisis climática. Esta 

obligación no es opcional: la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en su Opinión Consultiva 

OC-32 sobre emergencia climática y derechos humanos, señala que cuando las pérdidas y daños se 

derivan del incumplimiento estatal de los deberes de debida diligencia o prevención, el Estado está 

obligado a garantizar mecanismos judiciales y administrativos para la reparación integral (párrs. 198 y 



 
557). La ausencia de un indicador en esta materia representa un vacío significativo en el plan. 

 

3. Integrar una visión de responsabilidad diferenciada entre actores públicos y privados. 

Los mecanismos de reclamación deben contemplar tanto la responsabilidad del Estado como la de 

actores privados que contribuyan a generar o agravar los impactos climáticos, en coherencia con la visión 

integrada que el propio plan propone para la evaluación de costos y pérdidas. 

 

OBSERVACIÓN 4.2: En sección 4.3.2, Se solicita restituir el texto completo de los objetivos estratégicos 

B.1, B.2 y B.3 del borrador de marzo de 2026, cuyas cláusulas de finalidad fueron eliminadas. 

 

Estas cláusulas eliminadas definen para qué se adapta y a quién se protege. En B.1 desaparecen la 

conservación de ecosistemas como finalidad de la seguridad hídrica y la prelación del consumo humano; 

en B.2, la prioridad de las comunidades más vulnerables; en B.3, la continuidad de servicios esenciales. 

 

Se proponen las siguientes cambios en redacción B.1: "Alcanzar la seguridad hídrica y fortalecer la 

resiliencia frente a los riesgos asociados al cambio climático, asegurando el acceso sostenible al agua en 

cantidad y calidad adecuadas, mediante una gestión adaptativa basada en las particularidades naturales 

y climáticas de cada cuenca, que permita su disponibilidad en el tiempo para el consumo humano, la 

salud, la subsistencia, el desarrollo socioeconómico y la conservación y preservación de los ecosistemas." 

B.2: agregar "mediante el fortalecimiento de las capacidades de adaptación (personal e infraestructura) 

del sistema de salud, asegurando la continuidad y calidad de los servicios, y reduciendo la morbilidad y 

mortalidad asociadas a riesgos climáticos, especialmente en las comunidades más vulnerables." B.3: 

agregar "con el fin de fortalecer su resiliencia, y asegurar la continuidad de los servicios esenciales junto 

con reducir la vulnerabilidad frente a los efectos adversos del cambio climático." 

 

OBSERVACIÓN 4.3: En la sección 4.3.2, se solicita adelantar la meta B.4 a 2040 y extenderla a todos los 

instrumentos de planificación territorial, como establece la ECLP 2021. 

 

La Meta 2.4 de la ECLP 2021 comprometió que "al 2040, el 100% de los Instrumentos de Planificación 

Territorial integrarán criterios de cambio climático, a través de la Evaluación Ambiental Estratégica". El 

anteproyecto posterga el plazo a 2050 y lo limita a los instrumentos "que se sometan a Evaluación 

Ambiental Estratégica". Esto constituye una regresión directa respecto del instrumento vigente. 

 

Se propone la siguiente redacción "Al 2040, el 100% de los instrumentos de planificación territorial habrá 

incorporado los criterios necesarios para disminuir los riesgos asociados al cambio climático, a través de 

la Evaluación Ambiental Estratégica cuando corresponda." 

 

OBSERVACIÓN 4.4: En la sección 4.3.2, se solicita agregar un objetivo estratégico de océano y zona 

costera con metas propias. 

 



 
En esta materia, la ECLP 2021 tenía capítulos con objetivos y metas para océano y para borde costero; en 

el anteproyecto, "borde costero" aparece una vez y "océano" ocho. Existe un plan sectorial de 

adaptación de zona costera, pero necesita objetivos de largo plazo fijados en la ECLP contra los cuales 

medirse, y no existe plan sectorial de océano. Acidificación, desoxigenación y aumento del nivel del mar 

quedan sin objetivo de largo plazo, en un país con 83.850 km de costa. 

 

En este sentido, se propone incorporar "Objetivo Estratégico B.8. Océano y zona costera: Proteger la 

resiliencia del océano y de los territorios costeros frente al aumento del nivel del mar, las marejadas, la 

acidificación y la desoxigenación." Metas: "Al 2030, el 100% de las Zonificaciones de Uso del Borde 

Costero incorpora criterios de cambio climático." y "Al 2030, todas las áreas marinas protegidas creadas 

antes de 2020 cuentan con plan de manejo en implementación que incluye acciones de adaptación." 

 

OBSERVACIÓN 4.5: Se valora la incorporación de la sección 4.2. No obstante, se solicita traducirla en 

metas: metodología oficial, integración en los planes sectoriales de adaptación y financiamiento; 

adelantar la meta A5; y agregar hitos 2035 y 2040 a las metas temáticas de adaptación. 

 

El estudio de pérdidas y daños del expediente (2025) recomienda formalizar una metodología nacional 

con responsables y financiamiento e integrarla en los planes sectoriales, y señala que la actualización de 

la ECLP es el espacio para hacerlo. La única meta asociada es un reporte decenal a partir de 2040. El 

estudio del BID recomienda "metas intermedias, ritmos de despliegue" y financiamiento permanente, 

dado que dos tercios del costo de la adaptación es operacional. 

 

Se propone agregar: "Al 2028, el país contará con una metodología oficial de evaluación de pérdidas y 

daños aprobada por resolución del Ministerio del Medio Ambiente." y "En su próxima actualización, el 

100% de los planes sectoriales de adaptación incorporará un diagnóstico de pérdidas y daños."; y 

reemplazar en A5 "Desde el 2040" por "Desde el 2030". Agregar a cada meta temática de horizonte 2050 

hitos de avance al 2035 y 2040. 

 

5.​ MITIGACIÓN Y ADAPTACIÓN INTEGRADOS 

 

OBSERVACIÓN 5.1: En la sección 5.2, Se solicita restituir la meta de forestación con bosque nativo en 

500.000 hectáreas al 2050, contenida en el borrador de marzo de 2026, con hitos intermedios y los 

instrumentos que la hagan alcanzable. 

 

La meta se redujo de 500.000 a 400.000 hectáreas, con ajuste del indicador y la fórmula, en el mismo 

documento que afirma que sin potenciar los bosques "la neutralidad de emisiones de GEI es inviable". El 

Reporte de Acción Nacional 2024 informa un avance de 6,3% en la meta de forestación de 200.000 

hectáreas al 2030, por lo que resulta urgente comprometer a la brevedad acciones concretas con 

financiamiento adecuado para que estas se cumplan. 

 



 
Se propone incorporar "Al 2050, forestar con bosque nativo al menos 500.000 hectáreas adicionales 

desde 2020, con hitos quinquenales definidos en la NDC y en el Plan Sectorial de Mitigación del 

Ministerio de Agricultura, habilitado por instrumentos económicos y normativos de largo plazo." Ajustar 

el denominador de la fórmula de avance a 500.000. 

 

6.​ ENFOQUE SUBNACIONAL 

 

OBSERVACIÓN 6.1: En la sección 6.3 sobre Aceleración del Financiamiento Climático y fortalecimiento de 

capacidades con enfoqué territorial. El primer párrafo de la sección 6.3 menciona que las brechas en el 

financiamiento están “asociadas a limitaciones en capacidades técnicas y administrativas, 

particularmente en municipios rurales y de menor tamaño”. Si bien las brechas en capacidades son un 

elemento clave, es importante considerar también que los mecanismos e instrumentos de 

financiamiento sean adecuados, a las especificidades de los gobiernos regionales y municipales, 

especialmente en los territorios con menores capacidades técnicas, administrativas y financieras, tanto 

en sus requisitos, modalidades y condiciones de acceso 

 

Se propone incorporar el texto en negrita: 

“El análisis de los avances en la implementación de la LMCC en las diversas regiones del país muestra que 

las brechas de financiamiento están estrechamente asociadas a limitaciones en capacidades técnicas y 

administrativas, particularmente en municipios rurales y de menor tamaño. No obstante, los Gobiernos 

Regionales no están del todo ajenos a este escenario. Estas brechas afectan la formulación de proyectos, 

la gestión de información y la continuidad de equipos técnicos. Sin embargo, estas brechas no deben 

entenderse únicamente como limitaciones en capacidades. Es necesario también adecuar y diversificar 

los instrumentos y mecanismos de financiamiento de manera que sus requisitos, modalidades y 

condiciones de acceso que consideren las especificidades de los gobiernos regionales y municipales”. 

 

Asimismo, el texto habla de la importancia de priorizar iniciativas con impacto climático relevante, 

dejando fuera otros criterios de priorización, sobre todo uno que aumente las oportunidades de aquellas 

regiones o municipios más vulnerables. En este sentido, sería importante llamar explícitamente a la 

priorización de proyectos / iniciativas en regiones y/o municipalidades con mayor vulnerabilidad 

climática y menores capacidades institucionales / financieras. 

 

Sugerimos establecer criterios para la priorización de proyectos / iniciativas en regiones y/o 

municipalidades con mayor vulnerabilidad climática y menores capacidades institucionales / financieras. 

 

OBSERVACIÓN 6.2: Sobre el Objetivo Estratégico 2: Chile contará con una gobernanza consolidada a 

nivel regional y/o local que impulse la acción e inversión climática justa y equitativa. Si bien el texto de 

introducción pone énfasis en la necesidad del fortalecimiento de las capacidades técnicas y 

administrativas a nivel local (particularmente en municipios rurales y de menor tamaño), esto no se ve 



 
suficientemente reflejado en la redacción del Objetivo Estratégico 2, que está centrado en la 

gobernanza. 

 

Se propone incorporar el texto en negrita: 

“OE2: Chile contará con capacidades institucionales fortalecidas y gobernanza consolidada a nivel 

regional y/o local que impulsen a la acción e inversión climática justa y equitativa”. 

 

Asimismo, La meta SN2 del OE2 contempla dos elementos: por una parte, del fortalecimiento de 

capacidades en los equipos de los Gobiernos Regionales (GOREs) y municipios, y, por otra, que dicho 

fortalecimiento resulte en proyectos climáticos priorizados y alineados con los instrumentos de gestión 

del cambio climático. Sin embargo, el indicador propuesto mide solamente el % de GOREs y municipios 

que cuentan con un proyecto de acción climática.  

 

Sería importante considerar un indicador que permita monitorear también el fortalecimiento de las 

capacidades institucionales necesarias para formular proyectos climáticos, identificar instrumentos de 

financiamiento e implementarlos adecuadamente. De lo contrario, el indicador solo registraría la 

existencia de proyectos sin permitir evaluar si los GOREs y municipios cuentan con las capacidades 

necesarias para que estos sean de calidad. 

 

Sugerimos incluir un indicador para medir el % de Gobiernos Regionales y municipalidades que cumplen 

con criterios mínimos de capacidades y gobernanza climática, necesarios para la gestión adecuada de la 

acción y el financiamiento climático. 

 

OBSERVACIÓN 6.3: En la sección 6.4, se solicita restituir en SN2 el 60% de municipios y la cartera de 

proyectos, y en SN4 la identificación de brechas de género. 

 

En este sentido, SN2 bajó de 60% a 50% de municipios y de "una cartera de proyectos" a "un proyecto". 

SN4 reemplazó "brechas de género" por "grupos vulnerables", lo que diluye el compromiso con la 

igualdad de género de la NDC, del Plan Nacional de Adaptación, y de la Estrategia Nacional de Transición 

Socioecológica Justa. 

 

Se propone incorporar en SN2: "…de modo que al menos el 100% de los GORE y el 60% de los municipios 

cuenten con equipos capacitados y hayan formulado, a lo menos, una cartera de proyectos climáticos 

priorizados y alineados con los instrumentos de gestión del cambio climático."; y en SN4: "…un análisis 

que identifique brechas de género y grupos vulnerables específicos, que sean considerados en el diseño 

de medidas de mitigación y/o adaptación." 

 

7.​ EQUIDAD Y JUSTICIA CLIMÁTICA 

 



 
OBSERVACIÓN 7.1: Se Solicita restituir en la sección 7.2, la redacción del borrador de marzo de 2026 en 

las metas EJC1, EJC2, EJC3 y EJC5, y eliminar los condicionantes "según su pertinencia y disponibilidad de 

información" y "según pertinencia territorial y cultural".​
 

Con la redacción actual, las metas pasaron de resultados verificables a procedimientos. EJC3 ya no 

compromete reducir las brechas de género, aunque su objetivo estratégico se sigue titulando "Reducir 

las brechas de género". Los condicionantes hacen inexigibles las metas. EJC1 perdió las variables de 

empleo, género, salud y pobreza, y EJC5 el mínimo de tres acciones. 

 

Se propone redactar: EJC1: "A partir del 2040, todos los instrumentos de gestión del cambio climático del 

nivel nacional y sectorial usan los análisis e indicadores climáticos asociados a generación de empleo, 

equidad de género, salud y pobreza como insumo para la actualización periódica de su análisis de costos 

y beneficios." EJC2: agregar al final "que promuevan la igualdad de género, la participación equitativa y 

la superación de brechas de género en cambio climático". EJC3: "Al 2050 se habrán reducido las brechas 

de género identificadas el 2030 en los instrumentos de gestión del cambio climático a nivel nacional y 

subnacional." EJC5: "Al 2050, al menos el 50% de los instrumentos de gestión del cambio climático del 

nivel nacional y regional integran al menos tres acciones basadas en buenas prácticas culturales de 

comunidades locales y conocimientos tradicionales e indígenas." 

 

8.​ MEDIOS DE IMPLEMENTACIÓN  

 

OBSERVACIÓN 8.1: En la sección 8.5.1 sobre Objetivos, metas e indicadores de Lineamientos 

Financieros. Tal como está redactada, la MDI14 presenta como meta solamente la existencia de la 

Estrategia Financiera para el Desarrollo Medioambientalmente Sostenible. Sin embargo, sería importante 

que tanto la meta como los indicadores permitan evaluar no solo la existencia de dicha estrategia, sino 

también su implementación y el alineamiento progresivo del presupuesto y las inversiones con los 

objetivos de la ECLP. 

 

Se propone incorporar el texto en negrita a la Meta MDI14: 

“MDI14: Al 2035, se mantendrá vigente la Estrategia Financiera para el Desarrollo 

Medioambientalmente. 

Sostenible la que se actualizará cada 5 años, incorporando medidas para alinear progresivamente las 

políticas fiscales, presupuestarias y de inversión pública con los objetivos climáticos de la ECLP”. 

 

Se propone reemplazar el indicador de la MDI14 por el siguiente: 

“% de medidas de la Estrategia Financiera para el Desarrollo Medioambientalmente Sostenible que 

presentan avances en su implementación, según hitos establecidos”. 

 

Igualmente, aunque el texto reconozca que “es fundamental avanzar hacia una alineación progresiva, 

coherente y verificable del financiamiento nacional, con el objetivo de facilitar el cumplimiento de las 



 
metas que se establecen en la ECLP”, no hay ninguna meta relacionada al alineamiento progresivo del 

gasto público a los objetivos climáticos de la ECLP. Por esta razón, se propone incluir una meta adicional 

(MDI17) e indicador que midan estos avances. 

 

Se propone incluir la siguiente meta y su respectivo indicador: 

“MDI17: Chile contará, al 2035, con una metodología consolidada para identificar, clasificar y monitorear 

el gasto público relevante para los objetivos de mitigación y adaptación al cambio climático, con reportes 

periódicos sobre su aplicación”. 

 

“Indicador: Porcentaje del gasto público relevante para la mitigación y adaptación al cambio climático 

que es identificado, clasificado y reportado mediante la metodología oficial”. 

 

OBSERVACIÓN 8.2: En la sección 9.3, Se solicita acotar las dos nuevas reglas que permiten traspasar al 

período siguiente el déficit de un presupuesto sectorial y traspasar reducciones entre ministerios, 

estableciendo límites de volumen, de número de períodos y de integridad ambiental.  

 

Su fundamento radica en que la sección 3.1.1 justifica los presupuestos de emisiones en que evitan "la 

postergación de acciones" y aseguran que "la responsabilidad climática sea continua". Permitir traspasar 

el déficit sin límite ni costo habilita precisamente esa postergación, más aún tras eliminarse la 

compensación del 10%. El traspaso entre ministerios, sin límites, puede erosionar una asignación 

sectorial construida con criterios de costo-efectividad y equidad de cargas  

 

Se propone incorporar un cambio en la redacción, reemplazando las dos viñetas por: "En caso de 

incumplimiento de un presupuesto sectorial, el déficit podrá traspasarse por una sola vez al período 

siguiente, incrementado en al menos un 10%, y no podrá exceder el 10% del presupuesto sectorial 

respectivo." y "El traspaso de sobrecumplimiento entre autoridades sectoriales no podrá exceder el 10% 

del presupuesto de la autoridad receptora, deberá informarse en el Reporte de Acción Nacional de 

Cambio Climático y no eximirá a la autoridad receptora de implementar las medidas de su plan 

sectorial." 

 

OBSERVACIÓN 8.3: En sección 9.6, se solicita restituir el régimen de consecuencias ante incumplimiento 

que contenía el borrador de anteproyecto previamente presentado en marzo de 2026: compensación 

mínima de 10%, incrementable por reincidencia; aumento obligatorio de la ambición de la meta en al 

menos 10% ante incumplimiento persistente; y referencia expresa a los principios de no regresión y 

progresividad.  

 

Es relevante su restitución pues el en texto sometido a consulta, incumplir una meta solo obliga a 

justificar y a sustituir la acción, sin devolver el exceso de emisiones ni la pérdida de resiliencia. La 

supresión ocurrió entre el borrador de marzo y la Resolución Exenta N° 3148/2026 sin fundamentación 

en el expediente, y coincide con nuevas flexibilidades en la sección 9.3. Debilitar el único mecanismo de 

https://ceropapel.mma.gob.cl/archivos/2026/03/06/a30_Borrador-Anteproyecto-ECLP-6-de-marzo.docx


 
exigibilidad de las metas es un retroceso en el nivel de protección establecido (art. 2° letra e) de la Ley 

N° 21.455).  

 

Se propone incorporar la siguiente redacción en la versión final de la ECLP En el párrafo sobre 

neutralidad, a continuación de "una mitigación de emisiones equivalentes", agregar: "además de una 

compensación de al menos un 10%, la cual deberá incrementarse en caso de reincidencia". En el párrafo 

sobre resiliencia, agregar la misma frase. Al final del último párrafo, agregar: "Adicionalmente, dicha 

meta deberá aumentar su ambición en al menos un 10%, justificando cómo esta mayor ambición 

compensa en el período siguiente el exceso de emisiones o la pérdida de resiliencia y permite cumplir con 

los principios de no regresión y progresividad de la ley." En el segundo párrafo, agregar entre los 

contenidos de la guía: "y cómo se medirá la mayor ambición requerida en la actualización de una meta".  

 

OBSERVACIÓN 8.4: Se solicita restituir el nivel de ambición del borrador de marzo de 2026 en seis metas 

de medios de implementación. 

 

Específicamente: MDI7 reduce el aumento de la investigación científica de 30% a 15%; MDI10, la 

representación educativa de 80% a 70% y su alcance territorial; MDI6 reemplaza 20 mecanismos por "un 

proceso anual"; MDI5 pasa de medir la adopción de tecnologías en sectores nombrados a publicar 

reportes de vigilancia; MDI8 pasa de todos los sectores y regiones a los instrumentos del Comité 

Científico. 

 

Propuesta de redacción: MDI7: "…se habrá incrementado en 30% la investigación científica en cambio 

climático…". MDI10: "Al 2035, al menos un 80% de las entidades que conforman la institucionalidad 

educativa a nivel nacional, regional, provincial y local cuentan con representantes en la gobernanza para 

la acción climática de la educación formal." MDI6: mantener el proceso anual y agregar "focalizando al 

menos 20 mecanismos, instrumentos, incentivos o modelos de negocio al 2040". MDI5: agregar "que den 

cuenta de la adopción incremental de tecnologías climáticas, incluyendo al menos los sectores de 

energía, minería, silvoagropecuario, transporte, pesca y acuicultura, turismo y salud". MDI8: "el 100% de 

los sectores priorizados por la LMCC y de las regiones del país". 

 

9.​ SEGUIMIENTO DE LOS INSTRUMENTOS DE GESTIÓN DE CAMBIO CLIMÁTICO Y ACTUALIZACIÓN 

DE PLANES SECTORIALES 

 

OBSERVACIÓN 9.1: El texto establece que el funcionamiento del sistema de seguimiento de 

instrumentos de gestión del cambio climático, incluyendo procedimientos, roles y responsabilidades, 

serán determinados por una guía que será publicada por resolución del Ministerio de Medio Ambiente.  

 

Asimismo, ofrece una serie de criterios que pueden ser considerados “siempre y cuando sea pertinente” 

en el seguimiento de dichos instrumentos en tanto la guía no sea elaborada. 

 



 
Esta discrecionalidad operativa permitida debilita la fuerza vinculante del monitoreo al no fijar un plazo 

perentorio para el establecimiento de la guía definitiva y dejar la aplicación transitoria sujeta a criterios 

de oportunidad (“siempre y cuando sea pertinente”). Por esta razón, se propone otorgar carácter 

obligatorio a dichos criterios y establecer un plazo límite para la resolución del Ministerio del Medio 

Ambiente. 

 

Se propone el siguiente texto: “El funcionamiento del sistema de seguimiento de instrumentos de gestión 

del cambio climático incluyendo procedimientos, roles y responsabilidades serán determinados por una 

guía publicada por resolución del Ministerio de Medio Ambiente, la cual deberá dictarse en un plazo no 

superior a seis meses desde la publicación de la presente Estrategia. Sin embargo, mientras dicha guía 

no sea elaborada, los siguientes criterios se aplicarán en el seguimiento de los instrumentos de gestión 

del cambio climático.” 

 

OBSERVACIÓN 9.2: Se solicita incorporar en la Estrategia los contenidos mínimos de las guías sobre 

avance deficiente y reglas de contabilidad, o someter dichas guías a consulta pública, ya qu los criterios 

de avance deficiente y las reglas de contabilidad de presupuestos, capturas y neutralidad son decisiones 

de alto efecto ambiental, y quedan remitidos a guías futuras aprobadas por resolución, fuera del 

procedimiento de participación del artículo 5° de la Ley N° 21.455.​
 

Se propone agregar al final de las secciones 9.3 y 9.6: "Las guías a que se refiere este numeral serán 

sometidas a consulta pública por un plazo no inferior a 30 días hábiles antes de su aprobación, y no 

podrán establecer criterios que reduzcan las exigencias establecidas en esta Estrategia." 


